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en consecuencia, al no advertir irregularidades en la actuación del 
Ente Público de Protección de Menores, dimos por concluida nuestra 
intervención en la queja.

c) Disconformidad con decisiones judiciales relativas a denuncias por 
maltrato

Un importante número de quejas tramitadas durante el año han 
coincidido en expresar disconformidad con decisiones judiciales 
relativas a denuncias por maltrato a menores de edad. A título de 
ejemplo citaremos la queja 20/4828 en la que una madre se muestra 
disconforme con la sentencia absolutoria para el padre en relación con 
la denuncia de maltrato a su hijo. Culpa de ello a los informes emitidos 
por los servicios sociales comunitarios. También en la queja 20/4317 la 
interesada nos indica que presentó una denuncia contra el padre por 
maltrato a su hijo y que tras dar trámite a las diligencias de investigación 
no se encontraron indicios que sustentaran una acusación penal por lo 
que se dio traslado de los hechos al Juzgado de Primera Instancia en el que 
se venía tramitando el procedimiento civil en que se dilucidaba la guarda 
y custodia del menor, con cuyas actuaciones se muestra disconforme, 
así como también con los informes aportados a dicho juzgado por los 
servicios sociales comunitarios.

En estas quejas nuestra intervención se ve muy limitada ante el obligado 
respeto a la independencia de los órganos dependientes del poder judicial 
en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, lo cual no resulta óbice 
para que entre estas quejas hayamos de resaltar aquellas que nos alertan 
sobre las consecuencias de tales decisiones en regímenes de visitas que 
afectan a menores de edad, temiendo por el riesgo que pudieran correr.

En tal sentido en la queja 20/7361 una madre se lamenta por las multas 
coercitivas que le viene imponiendo el juzgado para que no obstaculice 
la sentencia que otorga al padre el derecho a relacionarse con su hija. 
Refiere que ella no hace nada para impedir dicha relación y que es su 
hija, de 10 años, quien se niega a mantener relación con su padre, en 
especial si dicha relación conlleva permanecer a solas con él, y todo ello, 
según su relato, como consecuencia de los abusos sexuales que éste 
le ocasionó cuando era más pequeña, de los que resultó absuelto por 
diversas irregularidades cometidas en la investigación.
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Otro ejemplo lo encontramos en la queja 20/7856 en la que la interesada 
nos manifiesta su temor ante la posibilidad de que el Juzgado decida 
archivar las diligencias incoadas para investigar la denuncia que interpuso 
contra el padre por posibles abusos sexuales a su hija.

A este respecto nos dice que por la corta edad de la menor -3 años- y 
ante la ausencia de evidencias físicas de los abusos, es posible que su 
testimonio no sea suficientemente clarificador y por dicho motivo no es 
descartable que el juzgado decida finalmente archivar su investigación. 
Y si se diese esta situación, a continuación retomaría el padre el ejercicio 
de su derecho de visitas a la menor, lo cual considera un peligro potencial 
para ella.

3.1.2.8 Intervención del Ente Público de Protección de Menores

a) Declaraciones de desamparo, tutela y guarda

La declaración de la situación de desamparo de un menor es el 
acto administrativo en virtud del cual la administración competente 
(Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, 
a través de la Comisión Provincial de Medidas de Protección) emite un 
pronunciamiento por el que acredita dicha circunstancia, lo cual implica, 
conforme a lo dispuesto en el Código Civil y en la Ley Orgánica 1/1996 de 
Protección Jurídica del Menor, que el menor afectado quede bajo tutela 
del Ente Público, que en adelante ha de adoptar las medidas necesarias 
para garantizar sus necesidades, bienestar y satisfacer sus derechos.

Y es precisamente esta decisión la que suscita quejas por parte de las 
familias afectadas, que consideran injusta la decisión de la administración, 
argumentando que no se ha valorado de forma adecuada la situación del 
menor, por considerar errónea o desproporcionada la decisión, o por no 
haber seguido la administración pública los procedimientos establecidos, 
vulnerando de este modo sus derechos.

La casuística de las quejas es diversa; en unos casos el acento se pone en 
la valoración de la conducta de absentismo escolar, tal como en la queja 
20/3477 en la que una madre discrepaba de la declaración de desamparo 
de su hija con fundamento en dicho absentismo, justificando las faltas 
reiteradas de asistencia en la necesidad de acudir con su hija a citas en la 
unidad de salud mental infanto-juvenil. En el curso de nuestra intervención 
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